STJSL-S.J. – S.D. Nº 001/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecinueve días de febrero de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrarse en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “AGUILAR YANINA MARIANGELES c/ DEL VALLE GNC S.R.L. s/ COBRO DE PESOS –  LABORAL – RECURSO DE CASACION”- IURIX Nº 194530/10.
Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA  y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del C.P.C. y C?

III)  Caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO Dijo: Que a fs. 507 y vta. el apoderado de la demandada interpone formal Recurso de Casación en los términos de los arts. 286, 287  Ss y cc.  del C.P.C. y C, contra la sentencia de Segunda Instancia Nº 31/2014 de fecha 10-04-2014, dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial.
Que bajo este punto, corresponde determinar si se han dado cumplimiento a las exigencias establecidas por los artículos 286 y siguientes del C.P.C y C, a los efectos de la admisibilidad  formal del recurso en estudio.
Así, surge de las constancias de la causa que la sentencia recurrida fue notificada a la demandada el día 16/04/2014 -fs.504 -, que el recurso fue interpuesto el día 23/04/2014 -fs. 507 vta.- y fundado el día 07/05/2014 a las 8:20 hs. -fs. 509/519 vta.-, por lo que el mismo luce tempestivo -conf. art. 289 del C.P.C y C -.
También, se advierte que se ataca una sentencia definitiva dictada por la  Excma. Cámara Civil, Comercial, Minas  y Laboral  Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial -cfr. fs. 497/503 -, y que ha cumplido con el depósito exigido por el art. 290 del C.P.C y C.
En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a) del C.P.C y C. que el recurso articulado deviene formalmente admisible.-
Por ello, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la  AFIRMATIVA.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y  HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: 1) Que a fs. 509/519 vta., obran agregados los fundamentos del recurso interpuesto por la parte demandada, quien luego de realizar una breve reseña de los antecedentes de la causa, bajo el titulo “ART. 45 DE LA LEY 25.345 – ART. 80 LCT – SU INTERPRETACION “SU LETRA y ESPIRITU”, expresa que lo así decidido va en contra de lo que por derecho, conforme una correcta interpretación de la ley (sic).

Afirma que, el criterio interpretativo sostenido por este Excelentísimo Tribunal en los autos “COMINI, HUGO SALVADOR c/ TUBHIER S.A. y/o FORMAR S.A y/o PROFILO INDUSTRIA S.A. y/o MARBY S.A y/o QUIEN RESULTE RESPONSABLE s/ DEMANDA LABORAL – RECURSO DE QUEJA” Exp N° 27-C-2006, determina la improcedencia de la multa, interpretación que fuera coincidente con la del A quo y que fuera revocada por la Excma. Cámara.

Agrega que, dicho fallo determina que BASTA LA PUESTA A DISPOSICION, pues “no surge del art. 80 LCT ningún tipo de exigencia formal para realizar la entrega” y luego “sin que se haya demostrado la concurrencia del dependiente a retirar dicha documentación”.

Manifiesta que, tanto la doctrina como la jurisprudencia han sostenido que el último párrafo del art. 80 LCT, introducido por la ley Nº 25.345, fue sancionado con el claro objeto de lograr una conjunción de legislación y administración tributaria, con mejores condiciones para combatir la evasión fiscal. Que este último párrafo del art. 80 LCT, es otro de los medios por lo cuales la ley procura que no haya evasión por lo que, resulta palmario que la norma lo que busca no es que el trabajador obtenga un resarcimiento económico, agregando que esta interpretación ha sido avalada por la Excma. Cámara en el propio fallo que cita la sentencia que aquí se ataca, en autos “Villarruel, Cristian Alan c/ Talsium” Exp. Nº 214247.

Sostiene que, contrariamente a su propio pronunciamiento en otras oportunidades, la Excma. Cámara, con absoluto rigor y mediante una interpretación errónea de derecho, le otorga a la actora claramente un resarcimiento económico extra, que conlleva palmariamente a un enriquecimiento sin causa; pues tampoco surge acreditado en autos algún perjuicio sufrido por la actora, por dicho motivo.

Alega que, la Excma. Cámara conlleva a consagrar un claro abuso de derecho al dar lugar a la multa requerida por la actora, sin reparar en su verdadero objeto para su procedencia.

Por otro lado expresa que, aún si se tomara eventualmente el criterio interpretativo erróneo de la Excma. Cámara, por el cual obliga al empleador a CONSIGNAR los certificados ante la renuncia de la actora, en el caso de autos resulta a todas luces improcedente la multa, pues NO se probó que la actora pasara a retirarlo y que se le negara su entrega, QUEDANDO firme y consentida la MORA ACCIPENDI.

Por último, expone que, la patronal cumple, “si pone a disposición” la certificación de servicios en tiempo y forma, y más aún cuando fueran CONSIGNADOS y es por ello que, desde el momento en que la empresa puso a disposición la certificación de servicios en su domicilio, conforme constancias de autos y luego su consignación, cumplió con la obligación legal.

Concluye diciendo que, la patronal cumplió con la obligación que le impone el art. 80 LCT y por ende la multa no procede, por lo que NO CABE MAS que este Tribunal REVOQUE lo dictaminado por la Excma. Cámara fijando la correcta y armoniosa interpretación que corresponde efectuar, dando lugar al presente remedio por quedar contemplado en el inc. b) del Art. 287 del Código de rito.

2) Que corrido el traslado, fs. 521, a fs. 522/524 y  vta., la contraria  contesta el mismo.

En dicha oportunidad señala la absoluta mala fe en la que incurre la recurrente, que efectúa una argumentación totalmente artificiosa y contraria a la verdad de los hechos, relacionados con la puesta a disposición de la documentación, la intimación efectuada por la actora y su posterior consignación en el Programa de Relaciones Laborales.

Sostiene que, la demandada hace mención que la referida documentación se encontraba a disposición de la actora en el domicilio de la empresa y que aquella no concurrió a retirarla, que no se ha demostrado en el juicio que la actora se presentara en el lugar de trabajo y que dicho documentación se le hubiere negado, sin embargo, omite considerar que la referida documentación no existió al momento en que, supuestamente, se encontraba a disposición de la actora.

Señala que tal como consta a fs. 217, la certificación fue presentada en el Programa de Relaciones Laborales el día 5 de agosto de 2010, lo que demuestra a claras que no existió desde el mismo momento en que la actora fue despedida, sino que recién fue expedida el día 22/07/2010 y certificadas las firmas el día 28/07/2010, es decir que recién esa documentación se encontraba en condiciones de ser entregada a la trabajadora, más de un mes y medio después de su despido, cuando ya se había vencido en exceso el plazo, atento su intimación fehaciente de fecha 16 de julio de 2010.

Agrega que, la demandada falsamente desconoce haber sido intimada para eludir su incumplimiento, a la entrega de la documentación en debido tiempo y forma y que el fallo atacado ha establecido claramente en sus considerandos que la obligación del empleador de hacer entrega de la documentación a la que alude el art. 80 LCT, nace después de haber transcurrido 30 días corridos desde el momento del despido, tal como lo establece el decreto reglamentario Nº 146/2001 en su art. 3°.

Concluye su presentación, afirmando que la Excma. Cámara interpreta el derecho aplicable de acuerdo al espíritu de la ley, ya que el art. 80 LCT dice claramente que la obligación del empleador es hacer entrega de la documentación y no poner a disposición, y expone que la actora tomó conocimiento que la documentación se encontraba depositada en el Programa de Relaciones Laborales, cuando se le corre traslado por el término de  tres días, en este juicio, de la documental acompañada.

3) Que a fs. 537/538 y vta., obra el dictamen del Sr. Procurador General, el cual opina que el recurso de casación interpuesto debe ser rechazado, en virtud de los fundamentos que allí expone y que tengo por reproducidos.

4) Que entrando en el análisis de la cuestión traída a estudio, cabe señalar que el medio impugnativo intentado “sólo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio-, sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Hitters, J.C. “Técnica de los Recursos Extraordinarios y de la Casación”, 2ª. Edición, Librería Editora Platense. p. 213).
Que siguiendo tales lineamientos debo destacar que, si bien el recurrente, en su afán de acudir a esta vía extraordinaria,  invoca la causal del inc. b) del art. 287, lo cierto es que sus agravios se refieren a cuestiones ajenas a la interpretación de los arts. 80 de la LCT y 45 de la Ley Nº 25.345, y tal es así que a lo largo de todo su escrito pone especial énfasis en afirmar que “la ACTORA NO acreditó en autos que paso a retirar los Certificados y estos le fueran negados.” 
Conforme a ello, considero sin hesitación alguna que, la Excma. Cámara al dictar sentencia no ha dado a las disposiciones legales aplicadas un sentido equivocado, tampoco ha hecho derivar de ella consecuencias que no resultan de su contenido.

Que no puedo pasar por alto la claridad con que se ha legislado la obligación que pesa sobre el empleador, de hacer entrega al trabajador de la certificación de servicios.

Así de la aplicación armónica de los arts. 80 LCT y  3 del decreto 146/2001, y Ley Nº 25.345, resulta que la patronal tiene 30 días corridos de extinguido el vínculo,  para hacer entrega al trabajador de los certificados expresados en el art. 80 LCT, y si no lo hace, una vez transcurrido aquel plazo, el trabajador está habilitado para cursar intimación a tal efecto, y una vez pasado dos días hábiles, desde la recepción del requerimiento, se hace acreedor de la indemnización.

Que en esta inteligencia, y analizadas las constancias de autos, advierto que es irrefutable la conclusión del fallo venido en recurso respecto al derecho que asiste a la actora para reclamar la indemnización prevista en el art. 80 de la LCT.

Cabe en este contexto reeditar el correlato de los hechos contenidos en el fallo, que a mi consideración han sido subsumidos en los preceptos legales pertinentes, son determinantes y justifican la indemnización reclamada; “Así, entonces, en este contexto y luego que transcurriera el plazo de 30 días inmediatos posteriores al despido, el día 16 de julio de 2010, Aguilar intimó a su ex empleadora –por dos días- para que le entregara el certificado de trabajo en la sede del Programa de Relaciones Laborales (v. fs. 159), lo que la ex empleadora cumplimentó, recién, el día 5 de agosto, es decir cuando ya había transcurrido en exceso (20 días) el plazo de la intimación (dos días).”

Que de acuerdo con lo señalado precedentemente la jurisprudencia ha expresado: “El vencimiento del plazo para la entrega de las certificaciones es suficiente para que resulte aplicable la multa prevista en el art. 80 LCT, porque la obligación nace en el momento en que se rompe el vínculo laboral. En el caso, la parte patronal debió ser intimada a la entrega de las certificaciones, las que fueron confeccionadas y puestas a disposición del empleado vencidos todos los plazos (los 30 días dispuestos en el Decreto 146/2001 y los dos días previstos en el último párrafo, art. 80, LCT). Por lo tanto, resulta indiferente dilucidar si debió el empleado concurrir a la sede de la empresa a retirar la documentación que se ponía a su disposición o si la empleadora debió consignarla judicial o administrativamente, o depositarla en el domicilio que constituye el actor al formular su intimación. Consecuentemente, resulta procedente el cobro de la multa prevista en el art. 45, Ley 25345, con arreglo al procedimiento del trámite abreviado elegido por el actor (arts. 123 y 125, CPL de Santa Fe). (Cfr. Cámara de Apelación en lo Civil, Comercial y Laboral, Rafaela, Santa Fe; 17-12-2013. Serafino, Alberto René vs. Miguel F. Suñe y Cía. S.R.L. s. Cobro de pesos - Laboral - Trámite abreviado. Rubinzal Online; RC J 1497/14, en www.rubinzal.com.ar, acceso el 18/11/2014)
Asimismo, y conforme al criterio seguido para la resolución de esta causa, considero oportuno señalar que el articulo 80 LCT (modif. por el artículo 45 de la ley Nº 25.323), contiene una previsión indemnizatoria que persigue una doble finalidad:, sancionar al empleador que omite el cumplimiento inmediato y oportuno de la obligación de emitir y entregar el certificado que la propia norma prevé, y, a su vez, resarcir al trabajador por los daños y perjuicios que, presuntivamente, le habría ocasionado la privación de contar con dicho certificado en condiciones adecuadas a las circunstancias reales de la relación y en tiempo propio. Con respecto a esta última finalidad, cabe señalar que la falta de recepción oportuna de un certificado de trabajo correctamente emitido ocasiona al trabajador dificultades en orden a la obtención de un nuevo empleo, y también puede originar la privación de la obtención inmediata de un beneficio en el ámbito previsional. Dichas circunstancias son configurativas de los daños y perjuicios que la ley presume –sin admitir prueba en contrario- que, normalmente derivan de la falta de cumplimiento oportuno por parte del empleador, de la obligación a su cargo, y es evidente que, en consonancia con otras disposiciones típicas del Derecho de Trabajo –incluso de la propia LCT-, el legislador ha optado por tarifar el resarcimiento de los referidos daños y perjuicios presuntos y obligar al empleador al pago de una indemnización sin exigir al trabajador su acreditación efectiva y por la sola circunstancia de que el empleador no efectivice la entrega dentro de los dos días subsiguientes a la recepción de la intimación que le hubiera sido cursada. (Cfr. CNAT, sala II, sent. def. 96.077 del 30-9-2008, “Fonts, Gabriel A. c/ Sociedad Argentina de Autores y Compositores SADAIC s/ Despido.” en Revista de Derecho Laboral dirigida por Mario E. Ackerman y Valentín Rubio. 2012-2. Derechos y Deberes de las partes – II. Ed. Rubinzal – Culzoni. p. 411/12)
Por último, cabe decir que la jurisprudencia citada por el recurrente en apoyo de su pretensión, contempla una situación diversa a la que aquí se presenta y por tanto no es aplicable a la resolución de esta causa. En efecto en autos: “COMINI HUGO SALVADOR c/ TUBHIER S.A. y/o FORMAR S.A. y/o PROFILO INDUSTRIA S.A. y/o MARBY S.A. y/0 QUIEN RESULTE RESPONSABLE s/ DEMANDA LABORAL – RECURSO DE QUEJA”, Expte. Nº 27-C-2006, (STJSL-S.J. Nº 66/09 del 02/06/09) este Tribunal dejó sin efecto multa prevista en el art. 45 de la Ley Nº 25.345 en razón de que la demandada cumplió en tiempo propio con la obligación impuesta por el art. 80 LCT, poniendo a disposición la certificación de servicios, con la presentación en el Juzgado, en oportunidad de celebrarse la audiencia de contestación de demanda.
Conforme a lo expuesto, es claro que no se configura ninguna causal que habilite el remedio casatorio, no obstante ello, frente al incumplimiento de la empleadora, de hacer entrega de la documentación laboral en los términos establecidos legalmente, cabe concluir en que la indemnización pretendida es procedente, y la sentencia de Cámara debe confirmarse.

Por ello VOTO a esta SEGUNDA y TERCERA cuestión por la NEGATIVA.
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: Que atento como se han votado las cuestiones anteriores corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto, con pérdida del depósito. ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-

A LA QUINTA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: Que las costas se aplican al recurrente vencido (arts. 68 C.P.C.y C y 111 C.P.L.). ASI LO VOTO.-
Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, OSCAR EDUARDO GATICA y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, febrero diecinueve de dos mil quince.-
Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación interpuesto, con pérdida del depósito.
II) Costas se aplican al recurrente vencido (arts. 68 C.P.C y C. y 111 C.P.L.)

                                                                                                   ///…

///…
REGISTRESE  y  NOTIFIQUESE.-
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA,  LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ  en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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